
Tía María: la propuesta de volver al agua dulce y la 
plataforma antiminera en retirada

I. INTRODUCCION

Southern Perú Cooper Corporation, dueña de minas de cobre en 
Perú, no renuncia al proyecto Tía María, el cual prevé la 
explotación de dos depósitos de mineral: La Tapada y Tía María, 
ubicados en la provincia arequipeña de Islay. La inversión 
estimada para estas obras asciende a USD 1.400 millones. En el 
comunicado oficial que publica la compañía sobre los resultados 
económicos del segundo semestre 2022, se describe un 
ofrecimiento al Gobierno Nacional para construir la represa de 
Paltiture de 73 millones de m3. El embalse abastecerá de agua al 
valle de Tambo, franja agrícola que comprende los distritos de 
Cocachacra, Punta de Bombón y Deán Valdivia, zona de influencia 
si dicha empresa desarrolla Tía María. La Tapada se encuentra a 
2.5 kilómetros del valle. En esa corta distancia geográfica se 
fundan los temores de algunos agricultores de una posible 
contaminación.

De esa cantidad de agua, precisa el comunicado oficial, las 
operaciones mineras demandan 10 millones de m3, el resto, 63 
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millones de m3, será entregado para consumo humano y agricultura de la comunidad. 
El ofrecimiento se realizó en medio de una coyuntura de conflicto social para el valle de 
Tambo. Las juntas de regantes libran un enfrentamiento con la compañía Anglo 
American que explota el yacimiento de Quellaveco ubicado en Moquegua. Esta minera 
obtuvo una licencia de agua para tomar aguas del río Titire, uno de los afluentes del 
Tambo, aunque la minera y Autoridad Nacional del Agua (ANA) aclararon que 
compensarán lo tomado del Titire con aguas de la represa Vizcachas, los agricultores 
insisten que les están quitando el agua. El Tribunal Nacional de Resolución de 
Controversias Hídricas tendrá la última palabra a esa instancia, ya que se apeló para 
cancelar la resolución a favor de Quellaveco, tema sobre el cual no hay respuesta aún. 
La propuesta de Southern es una estrategia para conseguir la licencia social y la 
aceptación de la comunidad con su proyecto minero.

El valle de Tambo tiene más de 3.000 agricultores, aproximadamente, agrupados en 
tres juntas de regantes quienes riegan sus cultivos con las aguas del río del mismo 
nombre. Esa cuenca, además de su alta contaminación en boro y arsénico, está 
supeditada a las lluvias de la temporada. En época de estiaje, las descargas caen, 
dramáticamente, y son compensadas a regañadientes con volúmenes de la represa 
Pasto Grande, administrada por el Gobierno Regional de Moquegua. La pulseada con 
Moquegua originó varios conflictos, Tambo necesita una represa propia; sin embargo, 
desde el 2005, el Gobierno Nacional y regional lanzaron varios globos de ensayos que 
no se concretaron.
 
Daniel Lozada ocupa la presidencia de la Sociedad Agrícola de Arequipa y lamenta que 
ninguno de estos estamentos del Estado haya concretado la obra, “Son más de 20 
años de espera. La agricultura está envejeciendo en el valle de Tambo. Una represa 
ayudará a modernizar este sector”, dijo Lozada. El agua es una demanda del valle de 
Tambo, por lo que la represa es fundamental para la licencia social de Tía María, se han 
presentado varias iniciativas, por ejemplo, Huayrondo, Yanapujio, Paltiture, Quebrada 
Honda, entre otras; sin embargo, todas estas fracasaron.

No es un trámite fácil

Para sus operaciones mineras, Southern necesita 10 millones de m3, en un anterior 
estudio de impacto ambiental (EIA) propuso no tocar el agua dulce y desalinizar el mar. 
Asimismo, la empresa reconoce en esa nota, que llevar a cabo la propuesta de nueva 
represa implica una inversión adicional de USD 100 millones.  Además, se debe cambiar 
el EIA, un proceso que tardaría por lo menos de uno a dos años afirma el consultor de 
la Cámara Minera del Perú, César Montes de Oca Dibán. Modificar la fuente de 
abastecimiento obliga a realizar varios trámites, por ejemplo, comprobar con un 
estudio que en la cuenca existe el recurso hídrico suficiente y no se perjudicará a otros 
usuarios. En ese sentido, se requiere la opinión del ANA, luego levantar la información 
base de posibles impactos y consultarla a la población del área de influencia de la 
represa. El trámite debe concluir con una opinión definitiva del Servicio Nacional de 
Certificación Ambiental para Inversiones Ambientales (Senace).

Sobre la disponibilidad del recurso, el funcionario del ANA, Ronal Fernández sostiene que 
esa cuenca desperdicia entre 500 a 700 millones de m3 en época de lluvias, lo cual indica 
que sí existe disponibilidad. 

No es el único trámite, Southern debe modificar la concesión de beneficio para 
desarrollar infraestructura hídrica para agua dulce, si es fuera de la planta, el trámite se 
inicia en la Autoridad Local del Agua (ALA). 

Sobre esta propuesta de la represa, trascendió que representantes de la compañía se 
reunieron con el ahora ex primer ministro, Aníbal Torres, después de Perumin; sin 
embargo, no se conocen los resultados de esta. En el comunicado oficial que 
corresponde al tercer semestre de 2022, Southern no reitera el anuncio, ya que en 
cuanto a Tía María, indican que trabajan de manera consistente para promover el 
bienestar de la población de la provincia de Islay. 

Ahora es clave poner en contexto lo expresado por este gobierno con relación al 
proyecto minero, en el debate de segunda vuelta, el entonces candidato Pedro Castillo 
anunció que Tía María “no va”, por otro lado, los ministros de Economía, Pedro Francke y 
la vicepresidenta Dina Boluarte sostuvieron también que este les parecía inviable.

La empresa no quiso ahondar sobre su ofrecimiento de la represa pese a los pedidos de 
información. El proyecto de Paltiture está judicializado por el Gobierno Regional de Puno. 
El embalse estuvo a punto de licitarse; no obstante, una acción de amparo del Gobierno 
Regional de Puno lo paralizó en el 2016. Los argumentos señalaban que la obra se 
ejecutaba en territorio puneño y debería beneficiar a sus comunidades. “Cuando las 
comunidades se enteren de este propósito, nuevamente habrá protestas”, predice la 
dirigente del valle de Tambo, Marilú Marroquín, una de las opositoras a Tía María.  Es una 
propuesta que no tiene pies ni cabeza, añade.

El analista César Montes de Oca aclara que ningún ente administrativo o judicial se 
pronunciará sobre Paltiture, mientras no haya una decisión definitiva de la instancia en 
donde está el proceso judicial. 

Por otro lado, cuando El Ejecutivo planteó este proyecto de represa, incluía a Moquegua 
como beneficiaria. Se desconoce si se mantendrá ese esquema incluyendo a ambas 
regiones vecinas como beneficiarias.

El periodista Ricardo Alarcón afirma que se debe esperar que el Gobierno oficialice la 
propuesta y luego desplegar otras acciones urgentes en Tambo: descontaminar el río y 
trabajar en defensas ribereñas. El consultor de asuntos agrícolas, Iván Díaz es categórico 
en señalar que los agricultores se olvidarían de las protestas si les garantizara el agua y 
un centro entomológico que ayude a combatir las plagas del campo.

Un activo para el futuro

Tía María está localizada en la costa árida de Arequipa, son dos depósitos de mineral: Tía 
María y La Tapada los cuales producirían 120.000 toneladas de cobre al año. Este 
proyecto no prosperó por la resistencia de un sector de agricultores que temen una 

supuesta contaminación,  los enfrentamientos desde el 2011, por dicho proyecto, dejaron 
un saldo de siete fallecidos.

Un inversionista podría tomarse tanto tiempo en concretar un proyecto y con tantas 
piedras en el camino? A corto plazo, los precios del cobre son inciertos. China, el principal 
consumidor de la materia prima peruana, bajará su demanda por la desaceleración de 
su economía, además se han incrementado los casos de COVID-19 que obliga a paralizar 
su actividad económica. A mediano plazo, el futuro para el mineral rojo es promisorio. 
Durante Perumin, varias charlas coincidieron en ello, Raúl Jacob Ruisánchez, presidente 
de la Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía,  CFO de Southern Perú, estima 
que la demanda mundial de cobre al 2030 será de 30 millones toneladas, hoy en día, se 
producen 24 millones. Además, actualmente existe una transición energética en marcha, 
es decir, producir energía con fuentes renovables (solar y eólica) y dejar los combustibles 
fósiles. Para ello, se requiere de este metal. El analista Julián Kettle, de Wood Mackenzie, 
fue uno de los expositores de Perumin y afirmó que la generación, transmisión, 
almacenamiento y el uso de energía con bajas emisiones de carbono no pueden lograrse 
sin los metales. Para el ejecutivo, las inversiones deben acelerarse. Además de cobre, se 
necesitará cobalto, níquel y otros.

La industria automotriz es la más proactiva. Ya fabrican autos eléctricos, cuya principal 
materia prima es el cobre. ¿Y de dónde saldrá el cobre para cubrir esa demanda? Perú 
y Chile tienen las reservas más importantes. Entonces para Southern Perú, Tía María es 
un activo para el futuro. 

Idas y vueltas del proyecto

En julio de 2019, la minera obtuvo la licencia de construcción, uno de los últimos requisitos 
para construir la planta de beneficio, por esta razón, se activaron las protestas en el 
valle de Tambo, las cuales devinieron también en un escándalo político que involucró al 
presidente de ese entonces, Martín Vizcarra Cornejo, quien fue grabado en el Gobierno 
Regional de Arequipa, donde convencía al ahora suspendido gobernador Elmer Cáceres 
y dirigentes opositores para que levanten el paro. A cambio de ello, les prometió 
influencia para anular el permiso de construcción ante el Consejo Nacional de Minería. 

En octubre de 2019, este ente confirmó la licencia; sin embargo, la empresa minera ha 
preferido no iniciar operaciones mientras haya la aceptación social. Pero Southern tiene 
un problema adicional, perdió la concesión 200 hectáreas donde se ubicará la planta 
procesadora de mineral, anteriormente, los derechos sobre esos terrenos los tenía la 
empresa Vania. Después de una larga batalla judicial, la empresa de capitales mexicanos 
se quedó con el predio, pero olvidó renovar los derechos ante el Instituto Geológico, 
Minero y Metalúrgico (Ingemmet). La reversión depende de una decisión judicial, de lo 
contrario, precisa César Montes de Oca la empresa tendría que mover su planta de 
beneficio.

Para conseguir la llamada licencia social, la empresa minera desarrolla sus programas 
de ayuda a la comunidad. Después de las protestas de 2015, que provocaron tres 
muertes, volvieron a la zona bajo “el camuflaje” de Valle Unido, desarrollaron jornadas 
médicas y apoyo a los agricultores, etc. Una colaboradora de este programa reconoce 

que optaron por Valle Unido porque no podían mostrar el logo de la empresa, ya que, el 
rechazo a Tía María era notable. Dicho panorama cambió actualmente dado que  existe 
más receptividad, mientras que en la pandemia apoyaron a la provincia de Islay con 
provisión de oxígeno, personal médico, pruebas de descarte y otros.

La compañía mantiene un equipo que realiza campañas con el valle. Desde la 
perspectiva del periodista Ricardo Alarcón, el impacto es mínimo, “Me parece que están 
cometiendo los errores del pasado, perfil bajo, su alcance no es importante, fallan en su 
estrategia de ganarse a la población”. El consultor Iván Díaz también opina en esa línea.  
“La empresa minera tendría que ponerse las pilas, su apoyo al campo es mínimo aún. La 
oposición a Tía María no es la misma de años anteriores”, argumenta.

Rechazo a la bandera verde

Se consultó con la dirigente Marilú Marroquín si existen condiciones para desarrollar Tía 
María, su respuesta fue negativa; según ella, inmediatamente, se darían protestas de 
los agricultores. Sin embargo, lo ocurrido en los días del paro agrario 23 y 24 de 
noviembre de 2022, advierte un cisma en las juntas de regantes con relación a la 
plataforma antiminera.

Mediodía del 23 de noviembre. Un grupo de agricultores de la Punta de Bombón y 
Cocachacra desfila por la Panamericana Sur. En la delegación, se entremezclan 
manifestantes que portan las banderitas inscritas con la consigna Agro sí Mina no. En la 
zona de El Fiscal, esperan los agricultores de la junta Ensenada, Mejía y Mollendo, pero se 
abstienen de sumarse a la movilización. Argumentan que el acuerdo de las juntas era no 
politizar el paro. La bandera verde fue agitada en las protestas contra Southern Perú.  
Para Isidoro Pinto, presidente de la junta de regantes Ensenada, Mejía y Mollendo, ese 
emblema significa enaltecer a los muertos del conflicto y “nosotros como agricultores  
queremos hacernos escuchar con el gobierno, por el agua y la represa”. 

Nilda Calderón es exportadora de aceitunas. Ese día también participó del paro agrario. 
Sostiene que el colectivo de opositores a Tía María durante 15 años no consiguió nada, 
afirma que se oponen a todo, nunca buscan soluciones a los problemas. Por teléfono, le 
preguntamos a boca de jarro si estaría de acuerdo con que Southern ejecute la represa. 
“No tengo nada que opinar sobre proyectos mineros. Nuestra lucha es por el agua, 
estamos en una crisis terrible”.

La agricultura reitera que  nunca compartieron la idea de Agro sí, Mina no. “Ellos se han 
tomado el nombre de los agricultores, ese colectivo está politizado. Estamos muy lejos 
de ese colectivo que es anti minero”, declaró.

Sobre el ofrecimiento de Southern para construir la represa evitó pronunciarse. “Lo 
tenemos que consultar con todos los agricultores. Lo que sí queremos es una represa 
del Gobierno. Si lo pueden hacer con la empresa privada, enhorabuena”, dijo Calderón.

El periodista Ricardo Alarcón admite que la capacidad de convocatoria de los dirigentes 
antimineros es escasa. Si antes reunían a 8.000 personas  hoy no convocan ni a 150 
personas. Su plataforma está agotada. Casi 12 años de lucha sin resultados es 

desgastante. Varios factores fueron decisivos para perder representatividad. Para el 
comunicador, el declive se inició con los audios donde el dirigente Pepe Julio Gutiérrez, 
negocia la continuidad del paro a la entrega de dinero (año 2015). El Ministerio Público 
inició procesos no solo por los delitos de cohecho, también obstrucción de servicios 
(bloqueo de vías). Eso originó la desactivación del Frente de Defensa del Valle de Tambo. 
Cuando hay alguna movilización los líderes sostienen que el pueblo se autoconvoca, no 
hay ninguna organización que los articula. Eso para evadir cualquier responsabilidad. A 
inicios de noviembre, un grupo de ciudadanos impulsaba un frente de defensa y 
desarrollo de Cocachacra, sin embargo, cuando se desarrollaba el evento, los dirigentes 
que se oponen a Tía María interrumpieron el acto. 

Ellos aducen que los convocantes son manipulados por Southern Perú. Alarcón afirma 
que eso no se ajusta a la verdad. “Estos grupos si no estás de acuerdo con ellos, te dicen 
que eres prominero”, refiere el comunicador.

En la última campaña política, los candidatos a gobernadores abordaron el tema de Tía 
María. La electa autoridad Rohel Sánchez Sánchez planteó una auditoría internacional 
para el EIA de Tía María, ante las observaciones que realizó la Oficina de las Naciones 
Unidas de Servicios para Proyectos (UNOPS). El consultor en temas mineros César 
Montes de Oca recuerda que esos cuestionamientos se hicieron al primer estudio de 
impacto ambiental, por eso se le declaró inadmisible. Southern Perú presentó un 
segundo EIA en donde mejoró y corrigió las observaciones anteriores. Para él, el 
planteamiento de una auditoría internacional confirma que no se cree en las 
instituciones nacionales y eso se convierte en un atentado al estado de derecho. ¿Se 
puede pensar que aún Tía María es viable? Salvo ayudas muy limitadas, aún las 
demandas centrales de Tambo no fueron atendidas, fundamentales para el 
otorgamiento de la licencia social. Pese al desgaste de la plataforma antiminera,  el 
descontento persiste y será motivo para alentar cualquier conflicto.
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Southern Perú no renuncia 
al proyecto minero Tía 
María pese a la resistencia 
de un sector en el valle de 
Tambo. Hay varios 
obstáculos en el camino. 
Uno de ellos es el malestar 
de los agricultores. 
El Estado incumplió con 
hacerles una represa para 
garantizar el 
abastecimiento de agua 
dulce. La compañía minera 
ofreció construir el embalse 
de Paltiture para el agro y 
sus operaciones, pero dicho 
proyecto está judicializado 
por la región Puno.
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2 Tía María: la propuesta de volver al agua dulce y la plataforma anti minera en retirada

I. INTRODUCCION

Southern Perú Cooper Corporation, dueña de minas de cobre en 
Perú, no renuncia al proyecto Tía María, el cual prevé la 
explotación de dos depósitos de mineral: La Tapada y Tía María, 
ubicados en la provincia arequipeña de Islay. La inversión 
estimada para estas obras asciende a USD 1.400 millones. En el 
comunicado oficial que publica la compañía sobre los resultados 
económicos del segundo semestre 2022, se describe un 
ofrecimiento al Gobierno Nacional para construir la represa de 
Paltiture de 73 millones de m3. El embalse abastecerá de agua al 
valle de Tambo, franja agrícola que comprende los distritos de 
Cocachacra, Punta de Bombón y Deán Valdivia, zona de influencia 
si dicha empresa desarrolla Tía María. La Tapada se encuentra a 
2.5 kilómetros del valle. En esa corta distancia geográfica se 
fundan los temores de algunos agricultores de una posible 
contaminación.

De esa cantidad de agua, precisa el comunicado oficial, las 
operaciones mineras demandan 10 millones de m3, el resto, 63 

millones de m3, será entregado para consumo humano y agricultura de la comunidad. 
El ofrecimiento se realizó en medio de una coyuntura de conflicto social para el valle de 
Tambo. Las juntas de regantes libran un enfrentamiento con la compañía Anglo 
American que explota el yacimiento de Quellaveco ubicado en Moquegua. Esta minera 
obtuvo una licencia de agua para tomar aguas del río Titire, uno de los afluentes del 
Tambo, aunque la minera y Autoridad Nacional del Agua (ANA) aclararon que 
compensarán lo tomado del Titire con aguas de la represa Vizcachas, los agricultores 
insisten que les están quitando el agua. El Tribunal Nacional de Resolución de 
Controversias Hídricas tendrá la última palabra a esa instancia, ya que se apeló para 
cancelar la resolución a favor de Quellaveco, tema sobre el cual no hay respuesta aún. 
La propuesta de Southern es una estrategia para conseguir la licencia social y la 
aceptación de la comunidad con su proyecto minero.

El valle de Tambo tiene más de 3.000 agricultores, aproximadamente, agrupados en 
tres juntas de regantes quienes riegan sus cultivos con las aguas del río del mismo 
nombre. Esa cuenca, además de su alta contaminación en boro y arsénico, está 
supeditada a las lluvias de la temporada. En época de estiaje, las descargas caen, 
dramáticamente, y son compensadas a regañadientes con volúmenes de la represa 
Pasto Grande, administrada por el Gobierno Regional de Moquegua. La pulseada con 
Moquegua originó varios conflictos, Tambo necesita una represa propia; sin embargo, 
desde el 2005, el Gobierno Nacional y regional lanzaron varios globos de ensayos que 
no se concretaron.
 
Daniel Lozada ocupa la presidencia de la Sociedad Agrícola de Arequipa y lamenta que 
ninguno de estos estamentos del Estado haya concretado la obra, “Son más de 20 
años de espera. La agricultura está envejeciendo en el valle de Tambo. Una represa 
ayudará a modernizar este sector”, dijo Lozada. El agua es una demanda del valle de 
Tambo, por lo que la represa es fundamental para la licencia social de Tía María, se han 
presentado varias iniciativas, por ejemplo, Huayrondo, Yanapujio, Paltiture, Quebrada 
Honda, entre otras; sin embargo, todas estas fracasaron.

No es un trámite fácil

Para sus operaciones mineras, Southern necesita 10 millones de m3, en un anterior 
estudio de impacto ambiental (EIA) propuso no tocar el agua dulce y desalinizar el mar. 
Asimismo, la empresa reconoce en esa nota, que llevar a cabo la propuesta de nueva 
represa implica una inversión adicional de USD 100 millones.  Además, se debe cambiar 
el EIA, un proceso que tardaría por lo menos de uno a dos años afirma el consultor de 
la Cámara Minera del Perú, César Montes de Oca Dibán. Modificar la fuente de 
abastecimiento obliga a realizar varios trámites, por ejemplo, comprobar con un 
estudio que en la cuenca existe el recurso hídrico suficiente y no se perjudicará a otros 
usuarios. En ese sentido, se requiere la opinión del ANA, luego levantar la información 
base de posibles impactos y consultarla a la población del área de influencia de la 
represa. El trámite debe concluir con una opinión definitiva del Servicio Nacional de 
Certificación Ambiental para Inversiones Ambientales (Senace).

Sobre la disponibilidad del recurso, el funcionario del ANA, Ronal Fernández sostiene que 
esa cuenca desperdicia entre 500 a 700 millones de m3 en época de lluvias, lo cual indica 
que sí existe disponibilidad. 

No es el único trámite, Southern debe modificar la concesión de beneficio para 
desarrollar infraestructura hídrica para agua dulce, si es fuera de la planta, el trámite se 
inicia en la Autoridad Local del Agua (ALA). 

Sobre esta propuesta de la represa, trascendió que representantes de la compañía se 
reunieron con el ahora ex primer ministro, Aníbal Torres, después de Perumin; sin 
embargo, no se conocen los resultados de esta. En el comunicado oficial que 
corresponde al tercer semestre de 2022, Southern no reitera el anuncio, ya que en 
cuanto a Tía María, indican que trabajan de manera consistente para promover el 
bienestar de la población de la provincia de Islay. 

Ahora es clave poner en contexto lo expresado por este gobierno con relación al 
proyecto minero, en el debate de segunda vuelta, el entonces candidato Pedro Castillo 
anunció que Tía María “no va”, por otro lado, los ministros de Economía, Pedro Francke y 
la vicepresidenta Dina Boluarte sostuvieron también que este les parecía inviable.

La empresa no quiso ahondar sobre su ofrecimiento de la represa pese a los pedidos de 
información. El proyecto de Paltiture está judicializado por el Gobierno Regional de Puno. 
El embalse estuvo a punto de licitarse; no obstante, una acción de amparo del Gobierno 
Regional de Puno lo paralizó en el 2016. Los argumentos señalaban que la obra se 
ejecutaba en territorio puneño y debería beneficiar a sus comunidades. “Cuando las 
comunidades se enteren de este propósito, nuevamente habrá protestas”, predice la 
dirigente del valle de Tambo, Marilú Marroquín, una de las opositoras a Tía María.  Es una 
propuesta que no tiene pies ni cabeza, añade.

El analista César Montes de Oca aclara que ningún ente administrativo o judicial se 
pronunciará sobre Paltiture, mientras no haya una decisión definitiva de la instancia en 
donde está el proceso judicial. 

Por otro lado, cuando El Ejecutivo planteó este proyecto de represa, incluía a Moquegua 
como beneficiaria. Se desconoce si se mantendrá ese esquema incluyendo a ambas 
regiones vecinas como beneficiarias.

El periodista Ricardo Alarcón afirma que se debe esperar que el Gobierno oficialice la 
propuesta y luego desplegar otras acciones urgentes en Tambo: descontaminar el río y 
trabajar en defensas ribereñas. El consultor de asuntos agrícolas, Iván Díaz es categórico 
en señalar que los agricultores se olvidarían de las protestas si les garantizara el agua y 
un centro entomológico que ayude a combatir las plagas del campo.

Un activo para el futuro

Tía María está localizada en la costa árida de Arequipa, son dos depósitos de mineral: Tía 
María y La Tapada los cuales producirían 120.000 toneladas de cobre al año. Este 
proyecto no prosperó por la resistencia de un sector de agricultores que temen una 

supuesta contaminación,  los enfrentamientos desde el 2011, por dicho proyecto, dejaron 
un saldo de siete fallecidos.

Un inversionista podría tomarse tanto tiempo en concretar un proyecto y con tantas 
piedras en el camino? A corto plazo, los precios del cobre son inciertos. China, el principal 
consumidor de la materia prima peruana, bajará su demanda por la desaceleración de 
su economía, además se han incrementado los casos de COVID-19 que obliga a paralizar 
su actividad económica. A mediano plazo, el futuro para el mineral rojo es promisorio. 
Durante Perumin, varias charlas coincidieron en ello, Raúl Jacob Ruisánchez, presidente 
de la Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía,  CFO de Southern Perú, estima 
que la demanda mundial de cobre al 2030 será de 30 millones toneladas, hoy en día, se 
producen 24 millones. Además, actualmente existe una transición energética en marcha, 
es decir, producir energía con fuentes renovables (solar y eólica) y dejar los combustibles 
fósiles. Para ello, se requiere de este metal. El analista Julián Kettle, de Wood Mackenzie, 
fue uno de los expositores de Perumin y afirmó que la generación, transmisión, 
almacenamiento y el uso de energía con bajas emisiones de carbono no pueden lograrse 
sin los metales. Para el ejecutivo, las inversiones deben acelerarse. Además de cobre, se 
necesitará cobalto, níquel y otros.

La industria automotriz es la más proactiva. Ya fabrican autos eléctricos, cuya principal 
materia prima es el cobre. ¿Y de dónde saldrá el cobre para cubrir esa demanda? Perú 
y Chile tienen las reservas más importantes. Entonces para Southern Perú, Tía María es 
un activo para el futuro. 

Idas y vueltas del proyecto

En julio de 2019, la minera obtuvo la licencia de construcción, uno de los últimos requisitos 
para construir la planta de beneficio, por esta razón, se activaron las protestas en el 
valle de Tambo, las cuales devinieron también en un escándalo político que involucró al 
presidente de ese entonces, Martín Vizcarra Cornejo, quien fue grabado en el Gobierno 
Regional de Arequipa, donde convencía al ahora suspendido gobernador Elmer Cáceres 
y dirigentes opositores para que levanten el paro. A cambio de ello, les prometió 
influencia para anular el permiso de construcción ante el Consejo Nacional de Minería. 

En octubre de 2019, este ente confirmó la licencia; sin embargo, la empresa minera ha 
preferido no iniciar operaciones mientras haya la aceptación social. Pero Southern tiene 
un problema adicional, perdió la concesión 200 hectáreas donde se ubicará la planta 
procesadora de mineral, anteriormente, los derechos sobre esos terrenos los tenía la 
empresa Vania. Después de una larga batalla judicial, la empresa de capitales mexicanos 
se quedó con el predio, pero olvidó renovar los derechos ante el Instituto Geológico, 
Minero y Metalúrgico (Ingemmet). La reversión depende de una decisión judicial, de lo 
contrario, precisa César Montes de Oca la empresa tendría que mover su planta de 
beneficio.

Para conseguir la llamada licencia social, la empresa minera desarrolla sus programas 
de ayuda a la comunidad. Después de las protestas de 2015, que provocaron tres 
muertes, volvieron a la zona bajo “el camuflaje” de Valle Unido, desarrollaron jornadas 
médicas y apoyo a los agricultores, etc. Una colaboradora de este programa reconoce 

que optaron por Valle Unido porque no podían mostrar el logo de la empresa, ya que, el 
rechazo a Tía María era notable. Dicho panorama cambió actualmente dado que  existe 
más receptividad, mientras que en la pandemia apoyaron a la provincia de Islay con 
provisión de oxígeno, personal médico, pruebas de descarte y otros.

La compañía mantiene un equipo que realiza campañas con el valle. Desde la 
perspectiva del periodista Ricardo Alarcón, el impacto es mínimo, “Me parece que están 
cometiendo los errores del pasado, perfil bajo, su alcance no es importante, fallan en su 
estrategia de ganarse a la población”. El consultor Iván Díaz también opina en esa línea.  
“La empresa minera tendría que ponerse las pilas, su apoyo al campo es mínimo aún. La 
oposición a Tía María no es la misma de años anteriores”, argumenta.

Rechazo a la bandera verde

Se consultó con la dirigente Marilú Marroquín si existen condiciones para desarrollar Tía 
María, su respuesta fue negativa; según ella, inmediatamente, se darían protestas de 
los agricultores. Sin embargo, lo ocurrido en los días del paro agrario 23 y 24 de 
noviembre de 2022, advierte un cisma en las juntas de regantes con relación a la 
plataforma antiminera.

Mediodía del 23 de noviembre. Un grupo de agricultores de la Punta de Bombón y 
Cocachacra desfila por la Panamericana Sur. En la delegación, se entremezclan 
manifestantes que portan las banderitas inscritas con la consigna Agro sí Mina no. En la 
zona de El Fiscal, esperan los agricultores de la junta Ensenada, Mejía y Mollendo, pero se 
abstienen de sumarse a la movilización. Argumentan que el acuerdo de las juntas era no 
politizar el paro. La bandera verde fue agitada en las protestas contra Southern Perú.  
Para Isidoro Pinto, presidente de la junta de regantes Ensenada, Mejía y Mollendo, ese 
emblema significa enaltecer a los muertos del conflicto y “nosotros como agricultores  
queremos hacernos escuchar con el gobierno, por el agua y la represa”. 

Nilda Calderón es exportadora de aceitunas. Ese día también participó del paro agrario. 
Sostiene que el colectivo de opositores a Tía María durante 15 años no consiguió nada, 
afirma que se oponen a todo, nunca buscan soluciones a los problemas. Por teléfono, le 
preguntamos a boca de jarro si estaría de acuerdo con que Southern ejecute la represa. 
“No tengo nada que opinar sobre proyectos mineros. Nuestra lucha es por el agua, 
estamos en una crisis terrible”.

La agricultura reitera que  nunca compartieron la idea de Agro sí, Mina no. “Ellos se han 
tomado el nombre de los agricultores, ese colectivo está politizado. Estamos muy lejos 
de ese colectivo que es anti minero”, declaró.

Sobre el ofrecimiento de Southern para construir la represa evitó pronunciarse. “Lo 
tenemos que consultar con todos los agricultores. Lo que sí queremos es una represa 
del Gobierno. Si lo pueden hacer con la empresa privada, enhorabuena”, dijo Calderón.

El periodista Ricardo Alarcón admite que la capacidad de convocatoria de los dirigentes 
antimineros es escasa. Si antes reunían a 8.000 personas  hoy no convocan ni a 150 
personas. Su plataforma está agotada. Casi 12 años de lucha sin resultados es 

desgastante. Varios factores fueron decisivos para perder representatividad. Para el 
comunicador, el declive se inició con los audios donde el dirigente Pepe Julio Gutiérrez, 
negocia la continuidad del paro a la entrega de dinero (año 2015). El Ministerio Público 
inició procesos no solo por los delitos de cohecho, también obstrucción de servicios 
(bloqueo de vías). Eso originó la desactivación del Frente de Defensa del Valle de Tambo. 
Cuando hay alguna movilización los líderes sostienen que el pueblo se autoconvoca, no 
hay ninguna organización que los articula. Eso para evadir cualquier responsabilidad. A 
inicios de noviembre, un grupo de ciudadanos impulsaba un frente de defensa y 
desarrollo de Cocachacra, sin embargo, cuando se desarrollaba el evento, los dirigentes 
que se oponen a Tía María interrumpieron el acto. 

Ellos aducen que los convocantes son manipulados por Southern Perú. Alarcón afirma 
que eso no se ajusta a la verdad. “Estos grupos si no estás de acuerdo con ellos, te dicen 
que eres prominero”, refiere el comunicador.

En la última campaña política, los candidatos a gobernadores abordaron el tema de Tía 
María. La electa autoridad Rohel Sánchez Sánchez planteó una auditoría internacional 
para el EIA de Tía María, ante las observaciones que realizó la Oficina de las Naciones 
Unidas de Servicios para Proyectos (UNOPS). El consultor en temas mineros César 
Montes de Oca recuerda que esos cuestionamientos se hicieron al primer estudio de 
impacto ambiental, por eso se le declaró inadmisible. Southern Perú presentó un 
segundo EIA en donde mejoró y corrigió las observaciones anteriores. Para él, el 
planteamiento de una auditoría internacional confirma que no se cree en las 
instituciones nacionales y eso se convierte en un atentado al estado de derecho. ¿Se 
puede pensar que aún Tía María es viable? Salvo ayudas muy limitadas, aún las 
demandas centrales de Tambo no fueron atendidas, fundamentales para el 
otorgamiento de la licencia social. Pese al desgaste de la plataforma antiminera,  el 
descontento persiste y será motivo para alentar cualquier conflicto.
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I. INTRODUCCION

Southern Perú Cooper Corporation, dueña de minas de cobre en 
Perú, no renuncia al proyecto Tía María, el cual prevé la 
explotación de dos depósitos de mineral: La Tapada y Tía María, 
ubicados en la provincia arequipeña de Islay. La inversión 
estimada para estas obras asciende a USD 1.400 millones. En el 
comunicado oficial que publica la compañía sobre los resultados 
económicos del segundo semestre 2022, se describe un 
ofrecimiento al Gobierno Nacional para construir la represa de 
Paltiture de 73 millones de m3. El embalse abastecerá de agua al 
valle de Tambo, franja agrícola que comprende los distritos de 
Cocachacra, Punta de Bombón y Deán Valdivia, zona de influencia 
si dicha empresa desarrolla Tía María. La Tapada se encuentra a 
2.5 kilómetros del valle. En esa corta distancia geográfica se 
fundan los temores de algunos agricultores de una posible 
contaminación.

De esa cantidad de agua, precisa el comunicado oficial, las 
operaciones mineras demandan 10 millones de m3, el resto, 63 

3

millones de m3, será entregado para consumo humano y agricultura de la comunidad. 
El ofrecimiento se realizó en medio de una coyuntura de conflicto social para el valle de 
Tambo. Las juntas de regantes libran un enfrentamiento con la compañía Anglo 
American que explota el yacimiento de Quellaveco ubicado en Moquegua. Esta minera 
obtuvo una licencia de agua para tomar aguas del río Titire, uno de los afluentes del 
Tambo, aunque la minera y Autoridad Nacional del Agua (ANA) aclararon que 
compensarán lo tomado del Titire con aguas de la represa Vizcachas, los agricultores 
insisten que les están quitando el agua. El Tribunal Nacional de Resolución de 
Controversias Hídricas tendrá la última palabra a esa instancia, ya que se apeló para 
cancelar la resolución a favor de Quellaveco, tema sobre el cual no hay respuesta aún. 
La propuesta de Southern es una estrategia para conseguir la licencia social y la 
aceptación de la comunidad con su proyecto minero.

El valle de Tambo tiene más de 3.000 agricultores, aproximadamente, agrupados en 
tres juntas de regantes quienes riegan sus cultivos con las aguas del río del mismo 
nombre. Esa cuenca, además de su alta contaminación en boro y arsénico, está 
supeditada a las lluvias de la temporada. En época de estiaje, las descargas caen, 
dramáticamente, y son compensadas a regañadientes con volúmenes de la represa 
Pasto Grande, administrada por el Gobierno Regional de Moquegua. La pulseada con 
Moquegua originó varios conflictos, Tambo necesita una represa propia; sin embargo, 
desde el 2005, el Gobierno Nacional y regional lanzaron varios globos de ensayos que 
no se concretaron.
 
Daniel Lozada ocupa la presidencia de la Sociedad Agrícola de Arequipa y lamenta que 
ninguno de estos estamentos del Estado haya concretado la obra, “Son más de 20 
años de espera. La agricultura está envejeciendo en el valle de Tambo. Una represa 
ayudará a modernizar este sector”, dijo Lozada. El agua es una demanda del valle de 
Tambo, por lo que la represa es fundamental para la licencia social de Tía María, se han 
presentado varias iniciativas, por ejemplo, Huayrondo, Yanapujio, Paltiture, Quebrada 
Honda, entre otras; sin embargo, todas estas fracasaron.

No es un trámite fácil

Para sus operaciones mineras, Southern necesita 10 millones de m3, en un anterior 
estudio de impacto ambiental (EIA) propuso no tocar el agua dulce y desalinizar el mar. 
Asimismo, la empresa reconoce en esa nota, que llevar a cabo la propuesta de nueva 
represa implica una inversión adicional de USD 100 millones.  Además, se debe cambiar 
el EIA, un proceso que tardaría por lo menos de uno a dos años afirma el consultor de 
la Cámara Minera del Perú, César Montes de Oca Dibán. Modificar la fuente de 
abastecimiento obliga a realizar varios trámites, por ejemplo, comprobar con un 
estudio que en la cuenca existe el recurso hídrico suficiente y no se perjudicará a otros 
usuarios. En ese sentido, se requiere la opinión del ANA, luego levantar la información 
base de posibles impactos y consultarla a la población del área de influencia de la 
represa. El trámite debe concluir con una opinión definitiva del Servicio Nacional de 
Certificación Ambiental para Inversiones Ambientales (Senace).

Sobre la disponibilidad del recurso, el funcionario del ANA, Ronal Fernández sostiene que 
esa cuenca desperdicia entre 500 a 700 millones de m3 en época de lluvias, lo cual indica 
que sí existe disponibilidad. 

No es el único trámite, Southern debe modificar la concesión de beneficio para 
desarrollar infraestructura hídrica para agua dulce, si es fuera de la planta, el trámite se 
inicia en la Autoridad Local del Agua (ALA). 

Sobre esta propuesta de la represa, trascendió que representantes de la compañía se 
reunieron con el ahora ex primer ministro, Aníbal Torres, después de Perumin; sin 
embargo, no se conocen los resultados de esta. En el comunicado oficial que 
corresponde al tercer semestre de 2022, Southern no reitera el anuncio, ya que en 
cuanto a Tía María, indican que trabajan de manera consistente para promover el 
bienestar de la población de la provincia de Islay. 

Ahora es clave poner en contexto lo expresado por este gobierno con relación al 
proyecto minero, en el debate de segunda vuelta, el entonces candidato Pedro Castillo 
anunció que Tía María “no va”, por otro lado, los ministros de Economía, Pedro Francke y 
la vicepresidenta Dina Boluarte sostuvieron también que este les parecía inviable.

La empresa no quiso ahondar sobre su ofrecimiento de la represa pese a los pedidos de 
información. El proyecto de Paltiture está judicializado por el Gobierno Regional de Puno. 
El embalse estuvo a punto de licitarse; no obstante, una acción de amparo del Gobierno 
Regional de Puno lo paralizó en el 2016. Los argumentos señalaban que la obra se 
ejecutaba en territorio puneño y debería beneficiar a sus comunidades. “Cuando las 
comunidades se enteren de este propósito, nuevamente habrá protestas”, predice la 
dirigente del valle de Tambo, Marilú Marroquín, una de las opositoras a Tía María.  Es una 
propuesta que no tiene pies ni cabeza, añade.

El analista César Montes de Oca aclara que ningún ente administrativo o judicial se 
pronunciará sobre Paltiture, mientras no haya una decisión definitiva de la instancia en 
donde está el proceso judicial. 

Por otro lado, cuando El Ejecutivo planteó este proyecto de represa, incluía a Moquegua 
como beneficiaria. Se desconoce si se mantendrá ese esquema incluyendo a ambas 
regiones vecinas como beneficiarias.

El periodista Ricardo Alarcón afirma que se debe esperar que el Gobierno oficialice la 
propuesta y luego desplegar otras acciones urgentes en Tambo: descontaminar el río y 
trabajar en defensas ribereñas. El consultor de asuntos agrícolas, Iván Díaz es categórico 
en señalar que los agricultores se olvidarían de las protestas si les garantizara el agua y 
un centro entomológico que ayude a combatir las plagas del campo.

Un activo para el futuro

Tía María está localizada en la costa árida de Arequipa, son dos depósitos de mineral: Tía 
María y La Tapada los cuales producirían 120.000 toneladas de cobre al año. Este 
proyecto no prosperó por la resistencia de un sector de agricultores que temen una 

supuesta contaminación,  los enfrentamientos desde el 2011, por dicho proyecto, dejaron 
un saldo de siete fallecidos.

Un inversionista podría tomarse tanto tiempo en concretar un proyecto y con tantas 
piedras en el camino? A corto plazo, los precios del cobre son inciertos. China, el principal 
consumidor de la materia prima peruana, bajará su demanda por la desaceleración de 
su economía, además se han incrementado los casos de COVID-19 que obliga a paralizar 
su actividad económica. A mediano plazo, el futuro para el mineral rojo es promisorio. 
Durante Perumin, varias charlas coincidieron en ello, Raúl Jacob Ruisánchez, presidente 
de la Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía,  CFO de Southern Perú, estima 
que la demanda mundial de cobre al 2030 será de 30 millones toneladas, hoy en día, se 
producen 24 millones. Además, actualmente existe una transición energética en marcha, 
es decir, producir energía con fuentes renovables (solar y eólica) y dejar los combustibles 
fósiles. Para ello, se requiere de este metal. El analista Julián Kettle, de Wood Mackenzie, 
fue uno de los expositores de Perumin y afirmó que la generación, transmisión, 
almacenamiento y el uso de energía con bajas emisiones de carbono no pueden lograrse 
sin los metales. Para el ejecutivo, las inversiones deben acelerarse. Además de cobre, se 
necesitará cobalto, níquel y otros.

La industria automotriz es la más proactiva. Ya fabrican autos eléctricos, cuya principal 
materia prima es el cobre. ¿Y de dónde saldrá el cobre para cubrir esa demanda? Perú 
y Chile tienen las reservas más importantes. Entonces para Southern Perú, Tía María es 
un activo para el futuro. 

Idas y vueltas del proyecto

En julio de 2019, la minera obtuvo la licencia de construcción, uno de los últimos requisitos 
para construir la planta de beneficio, por esta razón, se activaron las protestas en el 
valle de Tambo, las cuales devinieron también en un escándalo político que involucró al 
presidente de ese entonces, Martín Vizcarra Cornejo, quien fue grabado en el Gobierno 
Regional de Arequipa, donde convencía al ahora suspendido gobernador Elmer Cáceres 
y dirigentes opositores para que levanten el paro. A cambio de ello, les prometió 
influencia para anular el permiso de construcción ante el Consejo Nacional de Minería. 

En octubre de 2019, este ente confirmó la licencia; sin embargo, la empresa minera ha 
preferido no iniciar operaciones mientras haya la aceptación social. Pero Southern tiene 
un problema adicional, perdió la concesión 200 hectáreas donde se ubicará la planta 
procesadora de mineral, anteriormente, los derechos sobre esos terrenos los tenía la 
empresa Vania. Después de una larga batalla judicial, la empresa de capitales mexicanos 
se quedó con el predio, pero olvidó renovar los derechos ante el Instituto Geológico, 
Minero y Metalúrgico (Ingemmet). La reversión depende de una decisión judicial, de lo 
contrario, precisa César Montes de Oca la empresa tendría que mover su planta de 
beneficio.

Para conseguir la llamada licencia social, la empresa minera desarrolla sus programas 
de ayuda a la comunidad. Después de las protestas de 2015, que provocaron tres 
muertes, volvieron a la zona bajo “el camuflaje” de Valle Unido, desarrollaron jornadas 
médicas y apoyo a los agricultores, etc. Una colaboradora de este programa reconoce 

que optaron por Valle Unido porque no podían mostrar el logo de la empresa, ya que, el 
rechazo a Tía María era notable. Dicho panorama cambió actualmente dado que  existe 
más receptividad, mientras que en la pandemia apoyaron a la provincia de Islay con 
provisión de oxígeno, personal médico, pruebas de descarte y otros.

La compañía mantiene un equipo que realiza campañas con el valle. Desde la 
perspectiva del periodista Ricardo Alarcón, el impacto es mínimo, “Me parece que están 
cometiendo los errores del pasado, perfil bajo, su alcance no es importante, fallan en su 
estrategia de ganarse a la población”. El consultor Iván Díaz también opina en esa línea.  
“La empresa minera tendría que ponerse las pilas, su apoyo al campo es mínimo aún. La 
oposición a Tía María no es la misma de años anteriores”, argumenta.

Rechazo a la bandera verde

Se consultó con la dirigente Marilú Marroquín si existen condiciones para desarrollar Tía 
María, su respuesta fue negativa; según ella, inmediatamente, se darían protestas de 
los agricultores. Sin embargo, lo ocurrido en los días del paro agrario 23 y 24 de 
noviembre de 2022, advierte un cisma en las juntas de regantes con relación a la 
plataforma antiminera.

Mediodía del 23 de noviembre. Un grupo de agricultores de la Punta de Bombón y 
Cocachacra desfila por la Panamericana Sur. En la delegación, se entremezclan 
manifestantes que portan las banderitas inscritas con la consigna Agro sí Mina no. En la 
zona de El Fiscal, esperan los agricultores de la junta Ensenada, Mejía y Mollendo, pero se 
abstienen de sumarse a la movilización. Argumentan que el acuerdo de las juntas era no 
politizar el paro. La bandera verde fue agitada en las protestas contra Southern Perú.  
Para Isidoro Pinto, presidente de la junta de regantes Ensenada, Mejía y Mollendo, ese 
emblema significa enaltecer a los muertos del conflicto y “nosotros como agricultores  
queremos hacernos escuchar con el gobierno, por el agua y la represa”. 

Nilda Calderón es exportadora de aceitunas. Ese día también participó del paro agrario. 
Sostiene que el colectivo de opositores a Tía María durante 15 años no consiguió nada, 
afirma que se oponen a todo, nunca buscan soluciones a los problemas. Por teléfono, le 
preguntamos a boca de jarro si estaría de acuerdo con que Southern ejecute la represa. 
“No tengo nada que opinar sobre proyectos mineros. Nuestra lucha es por el agua, 
estamos en una crisis terrible”.

La agricultura reitera que  nunca compartieron la idea de Agro sí, Mina no. “Ellos se han 
tomado el nombre de los agricultores, ese colectivo está politizado. Estamos muy lejos 
de ese colectivo que es anti minero”, declaró.

Sobre el ofrecimiento de Southern para construir la represa evitó pronunciarse. “Lo 
tenemos que consultar con todos los agricultores. Lo que sí queremos es una represa 
del Gobierno. Si lo pueden hacer con la empresa privada, enhorabuena”, dijo Calderón.

El periodista Ricardo Alarcón admite que la capacidad de convocatoria de los dirigentes 
antimineros es escasa. Si antes reunían a 8.000 personas  hoy no convocan ni a 150 
personas. Su plataforma está agotada. Casi 12 años de lucha sin resultados es 

desgastante. Varios factores fueron decisivos para perder representatividad. Para el 
comunicador, el declive se inició con los audios donde el dirigente Pepe Julio Gutiérrez, 
negocia la continuidad del paro a la entrega de dinero (año 2015). El Ministerio Público 
inició procesos no solo por los delitos de cohecho, también obstrucción de servicios 
(bloqueo de vías). Eso originó la desactivación del Frente de Defensa del Valle de Tambo. 
Cuando hay alguna movilización los líderes sostienen que el pueblo se autoconvoca, no 
hay ninguna organización que los articula. Eso para evadir cualquier responsabilidad. A 
inicios de noviembre, un grupo de ciudadanos impulsaba un frente de defensa y 
desarrollo de Cocachacra, sin embargo, cuando se desarrollaba el evento, los dirigentes 
que se oponen a Tía María interrumpieron el acto. 

Ellos aducen que los convocantes son manipulados por Southern Perú. Alarcón afirma 
que eso no se ajusta a la verdad. “Estos grupos si no estás de acuerdo con ellos, te dicen 
que eres prominero”, refiere el comunicador.

En la última campaña política, los candidatos a gobernadores abordaron el tema de Tía 
María. La electa autoridad Rohel Sánchez Sánchez planteó una auditoría internacional 
para el EIA de Tía María, ante las observaciones que realizó la Oficina de las Naciones 
Unidas de Servicios para Proyectos (UNOPS). El consultor en temas mineros César 
Montes de Oca recuerda que esos cuestionamientos se hicieron al primer estudio de 
impacto ambiental, por eso se le declaró inadmisible. Southern Perú presentó un 
segundo EIA en donde mejoró y corrigió las observaciones anteriores. Para él, el 
planteamiento de una auditoría internacional confirma que no se cree en las 
instituciones nacionales y eso se convierte en un atentado al estado de derecho. ¿Se 
puede pensar que aún Tía María es viable? Salvo ayudas muy limitadas, aún las 
demandas centrales de Tambo no fueron atendidas, fundamentales para el 
otorgamiento de la licencia social. Pese al desgaste de la plataforma antiminera,  el 
descontento persiste y será motivo para alentar cualquier conflicto.
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I. INTRODUCCION

Southern Perú Cooper Corporation, dueña de minas de cobre en 
Perú, no renuncia al proyecto Tía María, el cual prevé la 
explotación de dos depósitos de mineral: La Tapada y Tía María, 
ubicados en la provincia arequipeña de Islay. La inversión 
estimada para estas obras asciende a USD 1.400 millones. En el 
comunicado oficial que publica la compañía sobre los resultados 
económicos del segundo semestre 2022, se describe un 
ofrecimiento al Gobierno Nacional para construir la represa de 
Paltiture de 73 millones de m3. El embalse abastecerá de agua al 
valle de Tambo, franja agrícola que comprende los distritos de 
Cocachacra, Punta de Bombón y Deán Valdivia, zona de influencia 
si dicha empresa desarrolla Tía María. La Tapada se encuentra a 
2.5 kilómetros del valle. En esa corta distancia geográfica se 
fundan los temores de algunos agricultores de una posible 
contaminación.

De esa cantidad de agua, precisa el comunicado oficial, las 
operaciones mineras demandan 10 millones de m3, el resto, 63 

millones de m3, será entregado para consumo humano y agricultura de la comunidad. 
El ofrecimiento se realizó en medio de una coyuntura de conflicto social para el valle de 
Tambo. Las juntas de regantes libran un enfrentamiento con la compañía Anglo 
American que explota el yacimiento de Quellaveco ubicado en Moquegua. Esta minera 
obtuvo una licencia de agua para tomar aguas del río Titire, uno de los afluentes del 
Tambo, aunque la minera y Autoridad Nacional del Agua (ANA) aclararon que 
compensarán lo tomado del Titire con aguas de la represa Vizcachas, los agricultores 
insisten que les están quitando el agua. El Tribunal Nacional de Resolución de 
Controversias Hídricas tendrá la última palabra a esa instancia, ya que se apeló para 
cancelar la resolución a favor de Quellaveco, tema sobre el cual no hay respuesta aún. 
La propuesta de Southern es una estrategia para conseguir la licencia social y la 
aceptación de la comunidad con su proyecto minero.

El valle de Tambo tiene más de 3.000 agricultores, aproximadamente, agrupados en 
tres juntas de regantes quienes riegan sus cultivos con las aguas del río del mismo 
nombre. Esa cuenca, además de su alta contaminación en boro y arsénico, está 
supeditada a las lluvias de la temporada. En época de estiaje, las descargas caen, 
dramáticamente, y son compensadas a regañadientes con volúmenes de la represa 
Pasto Grande, administrada por el Gobierno Regional de Moquegua. La pulseada con 
Moquegua originó varios conflictos, Tambo necesita una represa propia; sin embargo, 
desde el 2005, el Gobierno Nacional y regional lanzaron varios globos de ensayos que 
no se concretaron.
 
Daniel Lozada ocupa la presidencia de la Sociedad Agrícola de Arequipa y lamenta que 
ninguno de estos estamentos del Estado haya concretado la obra, “Son más de 20 
años de espera. La agricultura está envejeciendo en el valle de Tambo. Una represa 
ayudará a modernizar este sector”, dijo Lozada. El agua es una demanda del valle de 
Tambo, por lo que la represa es fundamental para la licencia social de Tía María, se han 
presentado varias iniciativas, por ejemplo, Huayrondo, Yanapujio, Paltiture, Quebrada 
Honda, entre otras; sin embargo, todas estas fracasaron.

No es un trámite fácil

Para sus operaciones mineras, Southern necesita 10 millones de m3, en un anterior 
estudio de impacto ambiental (EIA) propuso no tocar el agua dulce y desalinizar el mar. 
Asimismo, la empresa reconoce en esa nota, que llevar a cabo la propuesta de nueva 
represa implica una inversión adicional de USD 100 millones.  Además, se debe cambiar 
el EIA, un proceso que tardaría por lo menos de uno a dos años afirma el consultor de 
la Cámara Minera del Perú, César Montes de Oca Dibán. Modificar la fuente de 
abastecimiento obliga a realizar varios trámites, por ejemplo, comprobar con un 
estudio que en la cuenca existe el recurso hídrico suficiente y no se perjudicará a otros 
usuarios. En ese sentido, se requiere la opinión del ANA, luego levantar la información 
base de posibles impactos y consultarla a la población del área de influencia de la 
represa. El trámite debe concluir con una opinión definitiva del Servicio Nacional de 
Certificación Ambiental para Inversiones Ambientales (Senace).

Sobre la disponibilidad del recurso, el funcionario del ANA, Ronal Fernández sostiene que 
esa cuenca desperdicia entre 500 a 700 millones de m3 en época de lluvias, lo cual indica 
que sí existe disponibilidad. 

No es el único trámite, Southern debe modificar la concesión de beneficio para 
desarrollar infraestructura hídrica para agua dulce, si es fuera de la planta, el trámite se 
inicia en la Autoridad Local del Agua (ALA). 

Sobre esta propuesta de la represa, trascendió que representantes de la compañía se 
reunieron con el ahora ex primer ministro, Aníbal Torres, después de Perumin; sin 
embargo, no se conocen los resultados de esta. En el comunicado oficial que 
corresponde al tercer semestre de 2022, Southern no reitera el anuncio, ya que en 
cuanto a Tía María, indican que trabajan de manera consistente para promover el 
bienestar de la población de la provincia de Islay. 

Ahora es clave poner en contexto lo expresado por este gobierno con relación al 
proyecto minero, en el debate de segunda vuelta, el entonces candidato Pedro Castillo 
anunció que Tía María “no va”, por otro lado, los ministros de Economía, Pedro Francke y 
la vicepresidenta Dina Boluarte sostuvieron también que este les parecía inviable.

La empresa no quiso ahondar sobre su ofrecimiento de la represa pese a los pedidos de 
información. El proyecto de Paltiture está judicializado por el Gobierno Regional de Puno. 
El embalse estuvo a punto de licitarse; no obstante, una acción de amparo del Gobierno 
Regional de Puno lo paralizó en el 2016. Los argumentos señalaban que la obra se 
ejecutaba en territorio puneño y debería beneficiar a sus comunidades. “Cuando las 
comunidades se enteren de este propósito, nuevamente habrá protestas”, predice la 
dirigente del valle de Tambo, Marilú Marroquín, una de las opositoras a Tía María.  Es una 
propuesta que no tiene pies ni cabeza, añade.

El analista César Montes de Oca aclara que ningún ente administrativo o judicial se 
pronunciará sobre Paltiture, mientras no haya una decisión definitiva de la instancia en 
donde está el proceso judicial. 

Por otro lado, cuando El Ejecutivo planteó este proyecto de represa, incluía a Moquegua 
como beneficiaria. Se desconoce si se mantendrá ese esquema incluyendo a ambas 
regiones vecinas como beneficiarias.

El periodista Ricardo Alarcón afirma que se debe esperar que el Gobierno oficialice la 
propuesta y luego desplegar otras acciones urgentes en Tambo: descontaminar el río y 
trabajar en defensas ribereñas. El consultor de asuntos agrícolas, Iván Díaz es categórico 
en señalar que los agricultores se olvidarían de las protestas si les garantizara el agua y 
un centro entomológico que ayude a combatir las plagas del campo.

Un activo para el futuro

Tía María está localizada en la costa árida de Arequipa, son dos depósitos de mineral: Tía 
María y La Tapada los cuales producirían 120.000 toneladas de cobre al año. Este 
proyecto no prosperó por la resistencia de un sector de agricultores que temen una 
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supuesta contaminación,  los enfrentamientos desde el 2011, por dicho proyecto, dejaron 
un saldo de siete fallecidos.

Un inversionista podría tomarse tanto tiempo en concretar un proyecto y con tantas 
piedras en el camino? A corto plazo, los precios del cobre son inciertos. China, el principal 
consumidor de la materia prima peruana, bajará su demanda por la desaceleración de 
su economía, además se han incrementado los casos de COVID-19 que obliga a paralizar 
su actividad económica. A mediano plazo, el futuro para el mineral rojo es promisorio. 
Durante Perumin, varias charlas coincidieron en ello, Raúl Jacob Ruisánchez, presidente 
de la Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía,  CFO de Southern Perú, estima 
que la demanda mundial de cobre al 2030 será de 30 millones toneladas, hoy en día, se 
producen 24 millones. Además, actualmente existe una transición energética en marcha, 
es decir, producir energía con fuentes renovables (solar y eólica) y dejar los combustibles 
fósiles. Para ello, se requiere de este metal. El analista Julián Kettle, de Wood Mackenzie, 
fue uno de los expositores de Perumin y afirmó que la generación, transmisión, 
almacenamiento y el uso de energía con bajas emisiones de carbono no pueden lograrse 
sin los metales. Para el ejecutivo, las inversiones deben acelerarse. Además de cobre, se 
necesitará cobalto, níquel y otros.

La industria automotriz es la más proactiva. Ya fabrican autos eléctricos, cuya principal 
materia prima es el cobre. ¿Y de dónde saldrá el cobre para cubrir esa demanda? Perú 
y Chile tienen las reservas más importantes. Entonces para Southern Perú, Tía María es 
un activo para el futuro. 

Idas y vueltas del proyecto

En julio de 2019, la minera obtuvo la licencia de construcción, uno de los últimos requisitos 
para construir la planta de beneficio, por esta razón, se activaron las protestas en el 
valle de Tambo, las cuales devinieron también en un escándalo político que involucró al 
presidente de ese entonces, Martín Vizcarra Cornejo, quien fue grabado en el Gobierno 
Regional de Arequipa, donde convencía al ahora suspendido gobernador Elmer Cáceres 
y dirigentes opositores para que levanten el paro. A cambio de ello, les prometió 
influencia para anular el permiso de construcción ante el Consejo Nacional de Minería. 

En octubre de 2019, este ente confirmó la licencia; sin embargo, la empresa minera ha 
preferido no iniciar operaciones mientras haya la aceptación social. Pero Southern tiene 
un problema adicional, perdió la concesión 200 hectáreas donde se ubicará la planta 
procesadora de mineral, anteriormente, los derechos sobre esos terrenos los tenía la 
empresa Vania. Después de una larga batalla judicial, la empresa de capitales mexicanos 
se quedó con el predio, pero olvidó renovar los derechos ante el Instituto Geológico, 
Minero y Metalúrgico (Ingemmet). La reversión depende de una decisión judicial, de lo 
contrario, precisa César Montes de Oca la empresa tendría que mover su planta de 
beneficio.

Para conseguir la llamada licencia social, la empresa minera desarrolla sus programas 
de ayuda a la comunidad. Después de las protestas de 2015, que provocaron tres 
muertes, volvieron a la zona bajo “el camuflaje” de Valle Unido, desarrollaron jornadas 
médicas y apoyo a los agricultores, etc. Una colaboradora de este programa reconoce 

que optaron por Valle Unido porque no podían mostrar el logo de la empresa, ya que, el 
rechazo a Tía María era notable. Dicho panorama cambió actualmente dado que  existe 
más receptividad, mientras que en la pandemia apoyaron a la provincia de Islay con 
provisión de oxígeno, personal médico, pruebas de descarte y otros.

La compañía mantiene un equipo que realiza campañas con el valle. Desde la 
perspectiva del periodista Ricardo Alarcón, el impacto es mínimo, “Me parece que están 
cometiendo los errores del pasado, perfil bajo, su alcance no es importante, fallan en su 
estrategia de ganarse a la población”. El consultor Iván Díaz también opina en esa línea.  
“La empresa minera tendría que ponerse las pilas, su apoyo al campo es mínimo aún. La 
oposición a Tía María no es la misma de años anteriores”, argumenta.

Rechazo a la bandera verde

Se consultó con la dirigente Marilú Marroquín si existen condiciones para desarrollar Tía 
María, su respuesta fue negativa; según ella, inmediatamente, se darían protestas de 
los agricultores. Sin embargo, lo ocurrido en los días del paro agrario 23 y 24 de 
noviembre de 2022, advierte un cisma en las juntas de regantes con relación a la 
plataforma antiminera.

Mediodía del 23 de noviembre. Un grupo de agricultores de la Punta de Bombón y 
Cocachacra desfila por la Panamericana Sur. En la delegación, se entremezclan 
manifestantes que portan las banderitas inscritas con la consigna Agro sí Mina no. En la 
zona de El Fiscal, esperan los agricultores de la junta Ensenada, Mejía y Mollendo, pero se 
abstienen de sumarse a la movilización. Argumentan que el acuerdo de las juntas era no 
politizar el paro. La bandera verde fue agitada en las protestas contra Southern Perú.  
Para Isidoro Pinto, presidente de la junta de regantes Ensenada, Mejía y Mollendo, ese 
emblema significa enaltecer a los muertos del conflicto y “nosotros como agricultores  
queremos hacernos escuchar con el gobierno, por el agua y la represa”. 

Nilda Calderón es exportadora de aceitunas. Ese día también participó del paro agrario. 
Sostiene que el colectivo de opositores a Tía María durante 15 años no consiguió nada, 
afirma que se oponen a todo, nunca buscan soluciones a los problemas. Por teléfono, le 
preguntamos a boca de jarro si estaría de acuerdo con que Southern ejecute la represa. 
“No tengo nada que opinar sobre proyectos mineros. Nuestra lucha es por el agua, 
estamos en una crisis terrible”.

La agricultura reitera que  nunca compartieron la idea de Agro sí, Mina no. “Ellos se han 
tomado el nombre de los agricultores, ese colectivo está politizado. Estamos muy lejos 
de ese colectivo que es anti minero”, declaró.

Sobre el ofrecimiento de Southern para construir la represa evitó pronunciarse. “Lo 
tenemos que consultar con todos los agricultores. Lo que sí queremos es una represa 
del Gobierno. Si lo pueden hacer con la empresa privada, enhorabuena”, dijo Calderón.

El periodista Ricardo Alarcón admite que la capacidad de convocatoria de los dirigentes 
antimineros es escasa. Si antes reunían a 8.000 personas  hoy no convocan ni a 150 
personas. Su plataforma está agotada. Casi 12 años de lucha sin resultados es 

desgastante. Varios factores fueron decisivos para perder representatividad. Para el 
comunicador, el declive se inició con los audios donde el dirigente Pepe Julio Gutiérrez, 
negocia la continuidad del paro a la entrega de dinero (año 2015). El Ministerio Público 
inició procesos no solo por los delitos de cohecho, también obstrucción de servicios 
(bloqueo de vías). Eso originó la desactivación del Frente de Defensa del Valle de Tambo. 
Cuando hay alguna movilización los líderes sostienen que el pueblo se autoconvoca, no 
hay ninguna organización que los articula. Eso para evadir cualquier responsabilidad. A 
inicios de noviembre, un grupo de ciudadanos impulsaba un frente de defensa y 
desarrollo de Cocachacra, sin embargo, cuando se desarrollaba el evento, los dirigentes 
que se oponen a Tía María interrumpieron el acto. 

Ellos aducen que los convocantes son manipulados por Southern Perú. Alarcón afirma 
que eso no se ajusta a la verdad. “Estos grupos si no estás de acuerdo con ellos, te dicen 
que eres prominero”, refiere el comunicador.

En la última campaña política, los candidatos a gobernadores abordaron el tema de Tía 
María. La electa autoridad Rohel Sánchez Sánchez planteó una auditoría internacional 
para el EIA de Tía María, ante las observaciones que realizó la Oficina de las Naciones 
Unidas de Servicios para Proyectos (UNOPS). El consultor en temas mineros César 
Montes de Oca recuerda que esos cuestionamientos se hicieron al primer estudio de 
impacto ambiental, por eso se le declaró inadmisible. Southern Perú presentó un 
segundo EIA en donde mejoró y corrigió las observaciones anteriores. Para él, el 
planteamiento de una auditoría internacional confirma que no se cree en las 
instituciones nacionales y eso se convierte en un atentado al estado de derecho. ¿Se 
puede pensar que aún Tía María es viable? Salvo ayudas muy limitadas, aún las 
demandas centrales de Tambo no fueron atendidas, fundamentales para el 
otorgamiento de la licencia social. Pese al desgaste de la plataforma antiminera,  el 
descontento persiste y será motivo para alentar cualquier conflicto.
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Perú, no renuncia al proyecto Tía María, el cual prevé la 
explotación de dos depósitos de mineral: La Tapada y Tía María, 
ubicados en la provincia arequipeña de Islay. La inversión 
estimada para estas obras asciende a USD 1.400 millones. En el 
comunicado oficial que publica la compañía sobre los resultados 
económicos del segundo semestre 2022, se describe un 
ofrecimiento al Gobierno Nacional para construir la represa de 
Paltiture de 73 millones de m3. El embalse abastecerá de agua al 
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Cocachacra, Punta de Bombón y Deán Valdivia, zona de influencia 
si dicha empresa desarrolla Tía María. La Tapada se encuentra a 
2.5 kilómetros del valle. En esa corta distancia geográfica se 
fundan los temores de algunos agricultores de una posible 
contaminación.

De esa cantidad de agua, precisa el comunicado oficial, las 
operaciones mineras demandan 10 millones de m3, el resto, 63 

millones de m3, será entregado para consumo humano y agricultura de la comunidad. 
El ofrecimiento se realizó en medio de una coyuntura de conflicto social para el valle de 
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American que explota el yacimiento de Quellaveco ubicado en Moquegua. Esta minera 
obtuvo una licencia de agua para tomar aguas del río Titire, uno de los afluentes del 
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compensarán lo tomado del Titire con aguas de la represa Vizcachas, los agricultores 
insisten que les están quitando el agua. El Tribunal Nacional de Resolución de 
Controversias Hídricas tendrá la última palabra a esa instancia, ya que se apeló para 
cancelar la resolución a favor de Quellaveco, tema sobre el cual no hay respuesta aún. 
La propuesta de Southern es una estrategia para conseguir la licencia social y la 
aceptación de la comunidad con su proyecto minero.

El valle de Tambo tiene más de 3.000 agricultores, aproximadamente, agrupados en 
tres juntas de regantes quienes riegan sus cultivos con las aguas del río del mismo 
nombre. Esa cuenca, además de su alta contaminación en boro y arsénico, está 
supeditada a las lluvias de la temporada. En época de estiaje, las descargas caen, 
dramáticamente, y son compensadas a regañadientes con volúmenes de la represa 
Pasto Grande, administrada por el Gobierno Regional de Moquegua. La pulseada con 
Moquegua originó varios conflictos, Tambo necesita una represa propia; sin embargo, 
desde el 2005, el Gobierno Nacional y regional lanzaron varios globos de ensayos que 
no se concretaron.
 
Daniel Lozada ocupa la presidencia de la Sociedad Agrícola de Arequipa y lamenta que 
ninguno de estos estamentos del Estado haya concretado la obra, “Son más de 20 
años de espera. La agricultura está envejeciendo en el valle de Tambo. Una represa 
ayudará a modernizar este sector”, dijo Lozada. El agua es una demanda del valle de 
Tambo, por lo que la represa es fundamental para la licencia social de Tía María, se han 
presentado varias iniciativas, por ejemplo, Huayrondo, Yanapujio, Paltiture, Quebrada 
Honda, entre otras; sin embargo, todas estas fracasaron.

No es un trámite fácil

Para sus operaciones mineras, Southern necesita 10 millones de m3, en un anterior 
estudio de impacto ambiental (EIA) propuso no tocar el agua dulce y desalinizar el mar. 
Asimismo, la empresa reconoce en esa nota, que llevar a cabo la propuesta de nueva 
represa implica una inversión adicional de USD 100 millones.  Además, se debe cambiar 
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usuarios. En ese sentido, se requiere la opinión del ANA, luego levantar la información 
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embargo, no se conocen los resultados de esta. En el comunicado oficial que 
corresponde al tercer semestre de 2022, Southern no reitera el anuncio, ya que en 
cuanto a Tía María, indican que trabajan de manera consistente para promover el 
bienestar de la población de la provincia de Islay. 

Ahora es clave poner en contexto lo expresado por este gobierno con relación al 
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supuesta contaminación,  los enfrentamientos desde el 2011, por dicho proyecto, dejaron 
un saldo de siete fallecidos.

Un inversionista podría tomarse tanto tiempo en concretar un proyecto y con tantas 
piedras en el camino? A corto plazo, los precios del cobre son inciertos. China, el principal 
consumidor de la materia prima peruana, bajará su demanda por la desaceleración de 
su economía, además se han incrementado los casos de COVID-19 que obliga a paralizar 
su actividad económica. A mediano plazo, el futuro para el mineral rojo es promisorio. 
Durante Perumin, varias charlas coincidieron en ello, Raúl Jacob Ruisánchez, presidente 
de la Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía,  CFO de Southern Perú, estima 
que la demanda mundial de cobre al 2030 será de 30 millones toneladas, hoy en día, se 
producen 24 millones. Además, actualmente existe una transición energética en marcha, 
es decir, producir energía con fuentes renovables (solar y eólica) y dejar los combustibles 
fósiles. Para ello, se requiere de este metal. El analista Julián Kettle, de Wood Mackenzie, 
fue uno de los expositores de Perumin y afirmó que la generación, transmisión, 
almacenamiento y el uso de energía con bajas emisiones de carbono no pueden lograrse 
sin los metales. Para el ejecutivo, las inversiones deben acelerarse. Además de cobre, se 
necesitará cobalto, níquel y otros.

La industria automotriz es la más proactiva. Ya fabrican autos eléctricos, cuya principal 
materia prima es el cobre. ¿Y de dónde saldrá el cobre para cubrir esa demanda? Perú 
y Chile tienen las reservas más importantes. Entonces para Southern Perú, Tía María es 
un activo para el futuro. 

Idas y vueltas del proyecto

En julio de 2019, la minera obtuvo la licencia de construcción, uno de los últimos requisitos 
para construir la planta de beneficio, por esta razón, se activaron las protestas en el 
valle de Tambo, las cuales devinieron también en un escándalo político que involucró al 
presidente de ese entonces, Martín Vizcarra Cornejo, quien fue grabado en el Gobierno 
Regional de Arequipa, donde convencía al ahora suspendido gobernador Elmer Cáceres 
y dirigentes opositores para que levanten el paro. A cambio de ello, les prometió 
influencia para anular el permiso de construcción ante el Consejo Nacional de Minería. 

En octubre de 2019, este ente confirmó la licencia; sin embargo, la empresa minera ha 
preferido no iniciar operaciones mientras haya la aceptación social. Pero Southern tiene 
un problema adicional, perdió la concesión 200 hectáreas donde se ubicará la planta 
procesadora de mineral, anteriormente, los derechos sobre esos terrenos los tenía la 
empresa Vania. Después de una larga batalla judicial, la empresa de capitales mexicanos 
se quedó con el predio, pero olvidó renovar los derechos ante el Instituto Geológico, 
Minero y Metalúrgico (Ingemmet). La reversión depende de una decisión judicial, de lo 
contrario, precisa César Montes de Oca la empresa tendría que mover su planta de 
beneficio.

Para conseguir la llamada licencia social, la empresa minera desarrolla sus programas 
de ayuda a la comunidad. Después de las protestas de 2015, que provocaron tres 
muertes, volvieron a la zona bajo “el camuflaje” de Valle Unido, desarrollaron jornadas 
médicas y apoyo a los agricultores, etc. Una colaboradora de este programa reconoce 

que optaron por Valle Unido porque no podían mostrar el logo de la empresa, ya que, el 
rechazo a Tía María era notable. Dicho panorama cambió actualmente dado que  existe 
más receptividad, mientras que en la pandemia apoyaron a la provincia de Islay con 
provisión de oxígeno, personal médico, pruebas de descarte y otros.

La compañía mantiene un equipo que realiza campañas con el valle. Desde la 
perspectiva del periodista Ricardo Alarcón, el impacto es mínimo, “Me parece que están 
cometiendo los errores del pasado, perfil bajo, su alcance no es importante, fallan en su 
estrategia de ganarse a la población”. El consultor Iván Díaz también opina en esa línea.  
“La empresa minera tendría que ponerse las pilas, su apoyo al campo es mínimo aún. La 
oposición a Tía María no es la misma de años anteriores”, argumenta.

Rechazo a la bandera verde

Se consultó con la dirigente Marilú Marroquín si existen condiciones para desarrollar Tía 
María, su respuesta fue negativa; según ella, inmediatamente, se darían protestas de 
los agricultores. Sin embargo, lo ocurrido en los días del paro agrario 23 y 24 de 
noviembre de 2022, advierte un cisma en las juntas de regantes con relación a la 
plataforma antiminera.

Mediodía del 23 de noviembre. Un grupo de agricultores de la Punta de Bombón y 
Cocachacra desfila por la Panamericana Sur. En la delegación, se entremezclan 
manifestantes que portan las banderitas inscritas con la consigna Agro sí Mina no. En la 
zona de El Fiscal, esperan los agricultores de la junta Ensenada, Mejía y Mollendo, pero se 
abstienen de sumarse a la movilización. Argumentan que el acuerdo de las juntas era no 
politizar el paro. La bandera verde fue agitada en las protestas contra Southern Perú.  
Para Isidoro Pinto, presidente de la junta de regantes Ensenada, Mejía y Mollendo, ese 
emblema significa enaltecer a los muertos del conflicto y “nosotros como agricultores  
queremos hacernos escuchar con el gobierno, por el agua y la represa”. 

Nilda Calderón es exportadora de aceitunas. Ese día también participó del paro agrario. 
Sostiene que el colectivo de opositores a Tía María durante 15 años no consiguió nada, 
afirma que se oponen a todo, nunca buscan soluciones a los problemas. Por teléfono, le 
preguntamos a boca de jarro si estaría de acuerdo con que Southern ejecute la represa. 
“No tengo nada que opinar sobre proyectos mineros. Nuestra lucha es por el agua, 
estamos en una crisis terrible”.

La agricultura reitera que  nunca compartieron la idea de Agro sí, Mina no. “Ellos se han 
tomado el nombre de los agricultores, ese colectivo está politizado. Estamos muy lejos 
de ese colectivo que es anti minero”, declaró.

Sobre el ofrecimiento de Southern para construir la represa evitó pronunciarse. “Lo 
tenemos que consultar con todos los agricultores. Lo que sí queremos es una represa 
del Gobierno. Si lo pueden hacer con la empresa privada, enhorabuena”, dijo Calderón.

El periodista Ricardo Alarcón admite que la capacidad de convocatoria de los dirigentes 
antimineros es escasa. Si antes reunían a 8.000 personas  hoy no convocan ni a 150 
personas. Su plataforma está agotada. Casi 12 años de lucha sin resultados es 

desgastante. Varios factores fueron decisivos para perder representatividad. Para el 
comunicador, el declive se inició con los audios donde el dirigente Pepe Julio Gutiérrez, 
negocia la continuidad del paro a la entrega de dinero (año 2015). El Ministerio Público 
inició procesos no solo por los delitos de cohecho, también obstrucción de servicios 
(bloqueo de vías). Eso originó la desactivación del Frente de Defensa del Valle de Tambo. 
Cuando hay alguna movilización los líderes sostienen que el pueblo se autoconvoca, no 
hay ninguna organización que los articula. Eso para evadir cualquier responsabilidad. A 
inicios de noviembre, un grupo de ciudadanos impulsaba un frente de defensa y 
desarrollo de Cocachacra, sin embargo, cuando se desarrollaba el evento, los dirigentes 
que se oponen a Tía María interrumpieron el acto. 

Ellos aducen que los convocantes son manipulados por Southern Perú. Alarcón afirma 
que eso no se ajusta a la verdad. “Estos grupos si no estás de acuerdo con ellos, te dicen 
que eres prominero”, refiere el comunicador.

En la última campaña política, los candidatos a gobernadores abordaron el tema de Tía 
María. La electa autoridad Rohel Sánchez Sánchez planteó una auditoría internacional 
para el EIA de Tía María, ante las observaciones que realizó la Oficina de las Naciones 
Unidas de Servicios para Proyectos (UNOPS). El consultor en temas mineros César 
Montes de Oca recuerda que esos cuestionamientos se hicieron al primer estudio de 
impacto ambiental, por eso se le declaró inadmisible. Southern Perú presentó un 
segundo EIA en donde mejoró y corrigió las observaciones anteriores. Para él, el 
planteamiento de una auditoría internacional confirma que no se cree en las 
instituciones nacionales y eso se convierte en un atentado al estado de derecho. ¿Se 
puede pensar que aún Tía María es viable? Salvo ayudas muy limitadas, aún las 
demandas centrales de Tambo no fueron atendidas, fundamentales para el 
otorgamiento de la licencia social. Pese al desgaste de la plataforma antiminera,  el 
descontento persiste y será motivo para alentar cualquier conflicto.
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5 Tía María: la propuesta de volver al agua dulce y la plataforma anti minera en retirada
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I. INTRODUCCION

Southern Perú Cooper Corporation, dueña de minas de cobre en 
Perú, no renuncia al proyecto Tía María, el cual prevé la 
explotación de dos depósitos de mineral: La Tapada y Tía María, 
ubicados en la provincia arequipeña de Islay. La inversión 
estimada para estas obras asciende a USD 1.400 millones. En el 
comunicado oficial que publica la compañía sobre los resultados 
económicos del segundo semestre 2022, se describe un 
ofrecimiento al Gobierno Nacional para construir la represa de 
Paltiture de 73 millones de m3. El embalse abastecerá de agua al 
valle de Tambo, franja agrícola que comprende los distritos de 
Cocachacra, Punta de Bombón y Deán Valdivia, zona de influencia 
si dicha empresa desarrolla Tía María. La Tapada se encuentra a 
2.5 kilómetros del valle. En esa corta distancia geográfica se 
fundan los temores de algunos agricultores de una posible 
contaminación.

De esa cantidad de agua, precisa el comunicado oficial, las 
operaciones mineras demandan 10 millones de m3, el resto, 63 

millones de m3, será entregado para consumo humano y agricultura de la comunidad. 
El ofrecimiento se realizó en medio de una coyuntura de conflicto social para el valle de 
Tambo. Las juntas de regantes libran un enfrentamiento con la compañía Anglo 
American que explota el yacimiento de Quellaveco ubicado en Moquegua. Esta minera 
obtuvo una licencia de agua para tomar aguas del río Titire, uno de los afluentes del 
Tambo, aunque la minera y Autoridad Nacional del Agua (ANA) aclararon que 
compensarán lo tomado del Titire con aguas de la represa Vizcachas, los agricultores 
insisten que les están quitando el agua. El Tribunal Nacional de Resolución de 
Controversias Hídricas tendrá la última palabra a esa instancia, ya que se apeló para 
cancelar la resolución a favor de Quellaveco, tema sobre el cual no hay respuesta aún. 
La propuesta de Southern es una estrategia para conseguir la licencia social y la 
aceptación de la comunidad con su proyecto minero.

El valle de Tambo tiene más de 3.000 agricultores, aproximadamente, agrupados en 
tres juntas de regantes quienes riegan sus cultivos con las aguas del río del mismo 
nombre. Esa cuenca, además de su alta contaminación en boro y arsénico, está 
supeditada a las lluvias de la temporada. En época de estiaje, las descargas caen, 
dramáticamente, y son compensadas a regañadientes con volúmenes de la represa 
Pasto Grande, administrada por el Gobierno Regional de Moquegua. La pulseada con 
Moquegua originó varios conflictos, Tambo necesita una represa propia; sin embargo, 
desde el 2005, el Gobierno Nacional y regional lanzaron varios globos de ensayos que 
no se concretaron.
 
Daniel Lozada ocupa la presidencia de la Sociedad Agrícola de Arequipa y lamenta que 
ninguno de estos estamentos del Estado haya concretado la obra, “Son más de 20 
años de espera. La agricultura está envejeciendo en el valle de Tambo. Una represa 
ayudará a modernizar este sector”, dijo Lozada. El agua es una demanda del valle de 
Tambo, por lo que la represa es fundamental para la licencia social de Tía María, se han 
presentado varias iniciativas, por ejemplo, Huayrondo, Yanapujio, Paltiture, Quebrada 
Honda, entre otras; sin embargo, todas estas fracasaron.

No es un trámite fácil

Para sus operaciones mineras, Southern necesita 10 millones de m3, en un anterior 
estudio de impacto ambiental (EIA) propuso no tocar el agua dulce y desalinizar el mar. 
Asimismo, la empresa reconoce en esa nota, que llevar a cabo la propuesta de nueva 
represa implica una inversión adicional de USD 100 millones.  Además, se debe cambiar 
el EIA, un proceso que tardaría por lo menos de uno a dos años afirma el consultor de 
la Cámara Minera del Perú, César Montes de Oca Dibán. Modificar la fuente de 
abastecimiento obliga a realizar varios trámites, por ejemplo, comprobar con un 
estudio que en la cuenca existe el recurso hídrico suficiente y no se perjudicará a otros 
usuarios. En ese sentido, se requiere la opinión del ANA, luego levantar la información 
base de posibles impactos y consultarla a la población del área de influencia de la 
represa. El trámite debe concluir con una opinión definitiva del Servicio Nacional de 
Certificación Ambiental para Inversiones Ambientales (Senace).

Sobre la disponibilidad del recurso, el funcionario del ANA, Ronal Fernández sostiene que 
esa cuenca desperdicia entre 500 a 700 millones de m3 en época de lluvias, lo cual indica 
que sí existe disponibilidad. 

No es el único trámite, Southern debe modificar la concesión de beneficio para 
desarrollar infraestructura hídrica para agua dulce, si es fuera de la planta, el trámite se 
inicia en la Autoridad Local del Agua (ALA). 

Sobre esta propuesta de la represa, trascendió que representantes de la compañía se 
reunieron con el ahora ex primer ministro, Aníbal Torres, después de Perumin; sin 
embargo, no se conocen los resultados de esta. En el comunicado oficial que 
corresponde al tercer semestre de 2022, Southern no reitera el anuncio, ya que en 
cuanto a Tía María, indican que trabajan de manera consistente para promover el 
bienestar de la población de la provincia de Islay. 

Ahora es clave poner en contexto lo expresado por este gobierno con relación al 
proyecto minero, en el debate de segunda vuelta, el entonces candidato Pedro Castillo 
anunció que Tía María “no va”, por otro lado, los ministros de Economía, Pedro Francke y 
la vicepresidenta Dina Boluarte sostuvieron también que este les parecía inviable.

La empresa no quiso ahondar sobre su ofrecimiento de la represa pese a los pedidos de 
información. El proyecto de Paltiture está judicializado por el Gobierno Regional de Puno. 
El embalse estuvo a punto de licitarse; no obstante, una acción de amparo del Gobierno 
Regional de Puno lo paralizó en el 2016. Los argumentos señalaban que la obra se 
ejecutaba en territorio puneño y debería beneficiar a sus comunidades. “Cuando las 
comunidades se enteren de este propósito, nuevamente habrá protestas”, predice la 
dirigente del valle de Tambo, Marilú Marroquín, una de las opositoras a Tía María.  Es una 
propuesta que no tiene pies ni cabeza, añade.

El analista César Montes de Oca aclara que ningún ente administrativo o judicial se 
pronunciará sobre Paltiture, mientras no haya una decisión definitiva de la instancia en 
donde está el proceso judicial. 

Por otro lado, cuando El Ejecutivo planteó este proyecto de represa, incluía a Moquegua 
como beneficiaria. Se desconoce si se mantendrá ese esquema incluyendo a ambas 
regiones vecinas como beneficiarias.

El periodista Ricardo Alarcón afirma que se debe esperar que el Gobierno oficialice la 
propuesta y luego desplegar otras acciones urgentes en Tambo: descontaminar el río y 
trabajar en defensas ribereñas. El consultor de asuntos agrícolas, Iván Díaz es categórico 
en señalar que los agricultores se olvidarían de las protestas si les garantizara el agua y 
un centro entomológico que ayude a combatir las plagas del campo.

Un activo para el futuro

Tía María está localizada en la costa árida de Arequipa, son dos depósitos de mineral: Tía 
María y La Tapada los cuales producirían 120.000 toneladas de cobre al año. Este 
proyecto no prosperó por la resistencia de un sector de agricultores que temen una 

supuesta contaminación,  los enfrentamientos desde el 2011, por dicho proyecto, dejaron 
un saldo de siete fallecidos.

Un inversionista podría tomarse tanto tiempo en concretar un proyecto y con tantas 
piedras en el camino? A corto plazo, los precios del cobre son inciertos. China, el principal 
consumidor de la materia prima peruana, bajará su demanda por la desaceleración de 
su economía, además se han incrementado los casos de COVID-19 que obliga a paralizar 
su actividad económica. A mediano plazo, el futuro para el mineral rojo es promisorio. 
Durante Perumin, varias charlas coincidieron en ello, Raúl Jacob Ruisánchez, presidente 
de la Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía,  CFO de Southern Perú, estima 
que la demanda mundial de cobre al 2030 será de 30 millones toneladas, hoy en día, se 
producen 24 millones. Además, actualmente existe una transición energética en marcha, 
es decir, producir energía con fuentes renovables (solar y eólica) y dejar los combustibles 
fósiles. Para ello, se requiere de este metal. El analista Julián Kettle, de Wood Mackenzie, 
fue uno de los expositores de Perumin y afirmó que la generación, transmisión, 
almacenamiento y el uso de energía con bajas emisiones de carbono no pueden lograrse 
sin los metales. Para el ejecutivo, las inversiones deben acelerarse. Además de cobre, se 
necesitará cobalto, níquel y otros.

La industria automotriz es la más proactiva. Ya fabrican autos eléctricos, cuya principal 
materia prima es el cobre. ¿Y de dónde saldrá el cobre para cubrir esa demanda? Perú 
y Chile tienen las reservas más importantes. Entonces para Southern Perú, Tía María es 
un activo para el futuro. 

Idas y vueltas del proyecto

En julio de 2019, la minera obtuvo la licencia de construcción, uno de los últimos requisitos 
para construir la planta de beneficio, por esta razón, se activaron las protestas en el 
valle de Tambo, las cuales devinieron también en un escándalo político que involucró al 
presidente de ese entonces, Martín Vizcarra Cornejo, quien fue grabado en el Gobierno 
Regional de Arequipa, donde convencía al ahora suspendido gobernador Elmer Cáceres 
y dirigentes opositores para que levanten el paro. A cambio de ello, les prometió 
influencia para anular el permiso de construcción ante el Consejo Nacional de Minería. 

En octubre de 2019, este ente confirmó la licencia; sin embargo, la empresa minera ha 
preferido no iniciar operaciones mientras haya la aceptación social. Pero Southern tiene 
un problema adicional, perdió la concesión 200 hectáreas donde se ubicará la planta 
procesadora de mineral, anteriormente, los derechos sobre esos terrenos los tenía la 
empresa Vania. Después de una larga batalla judicial, la empresa de capitales mexicanos 
se quedó con el predio, pero olvidó renovar los derechos ante el Instituto Geológico, 
Minero y Metalúrgico (Ingemmet). La reversión depende de una decisión judicial, de lo 
contrario, precisa César Montes de Oca la empresa tendría que mover su planta de 
beneficio.

Para conseguir la llamada licencia social, la empresa minera desarrolla sus programas 
de ayuda a la comunidad. Después de las protestas de 2015, que provocaron tres 
muertes, volvieron a la zona bajo “el camuflaje” de Valle Unido, desarrollaron jornadas 
médicas y apoyo a los agricultores, etc. Una colaboradora de este programa reconoce 

que optaron por Valle Unido porque no podían mostrar el logo de la empresa, ya que, el 
rechazo a Tía María era notable. Dicho panorama cambió actualmente dado que  existe 
más receptividad, mientras que en la pandemia apoyaron a la provincia de Islay con 
provisión de oxígeno, personal médico, pruebas de descarte y otros.

La compañía mantiene un equipo que realiza campañas con el valle. Desde la 
perspectiva del periodista Ricardo Alarcón, el impacto es mínimo, “Me parece que están 
cometiendo los errores del pasado, perfil bajo, su alcance no es importante, fallan en su 
estrategia de ganarse a la población”. El consultor Iván Díaz también opina en esa línea.  
“La empresa minera tendría que ponerse las pilas, su apoyo al campo es mínimo aún. La 
oposición a Tía María no es la misma de años anteriores”, argumenta.

Rechazo a la bandera verde

Se consultó con la dirigente Marilú Marroquín si existen condiciones para desarrollar Tía 
María, su respuesta fue negativa; según ella, inmediatamente, se darían protestas de 
los agricultores. Sin embargo, lo ocurrido en los días del paro agrario 23 y 24 de 
noviembre de 2022, advierte un cisma en las juntas de regantes con relación a la 
plataforma antiminera.

Mediodía del 23 de noviembre. Un grupo de agricultores de la Punta de Bombón y 
Cocachacra desfila por la Panamericana Sur. En la delegación, se entremezclan 
manifestantes que portan las banderitas inscritas con la consigna Agro sí Mina no. En la 
zona de El Fiscal, esperan los agricultores de la junta Ensenada, Mejía y Mollendo, pero se 
abstienen de sumarse a la movilización. Argumentan que el acuerdo de las juntas era no 
politizar el paro. La bandera verde fue agitada en las protestas contra Southern Perú.  
Para Isidoro Pinto, presidente de la junta de regantes Ensenada, Mejía y Mollendo, ese 
emblema significa enaltecer a los muertos del conflicto y “nosotros como agricultores  
queremos hacernos escuchar con el gobierno, por el agua y la represa”. 

Nilda Calderón es exportadora de aceitunas. Ese día también participó del paro agrario. 
Sostiene que el colectivo de opositores a Tía María durante 15 años no consiguió nada, 
afirma que se oponen a todo, nunca buscan soluciones a los problemas. Por teléfono, le 
preguntamos a boca de jarro si estaría de acuerdo con que Southern ejecute la represa. 
“No tengo nada que opinar sobre proyectos mineros. Nuestra lucha es por el agua, 
estamos en una crisis terrible”.

La agricultura reitera que  nunca compartieron la idea de Agro sí, Mina no. “Ellos se han 
tomado el nombre de los agricultores, ese colectivo está politizado. Estamos muy lejos 
de ese colectivo que es anti minero”, declaró.

Sobre el ofrecimiento de Southern para construir la represa evitó pronunciarse. “Lo 
tenemos que consultar con todos los agricultores. Lo que sí queremos es una represa 
del Gobierno. Si lo pueden hacer con la empresa privada, enhorabuena”, dijo Calderón.

El periodista Ricardo Alarcón admite que la capacidad de convocatoria de los dirigentes 
antimineros es escasa. Si antes reunían a 8.000 personas  hoy no convocan ni a 150 
personas. Su plataforma está agotada. Casi 12 años de lucha sin resultados es 

desgastante. Varios factores fueron decisivos para perder representatividad. Para el 
comunicador, el declive se inició con los audios donde el dirigente Pepe Julio Gutiérrez, 
negocia la continuidad del paro a la entrega de dinero (año 2015). El Ministerio Público 
inició procesos no solo por los delitos de cohecho, también obstrucción de servicios 
(bloqueo de vías). Eso originó la desactivación del Frente de Defensa del Valle de Tambo. 
Cuando hay alguna movilización los líderes sostienen que el pueblo se autoconvoca, no 
hay ninguna organización que los articula. Eso para evadir cualquier responsabilidad. A 
inicios de noviembre, un grupo de ciudadanos impulsaba un frente de defensa y 
desarrollo de Cocachacra, sin embargo, cuando se desarrollaba el evento, los dirigentes 
que se oponen a Tía María interrumpieron el acto. 

Ellos aducen que los convocantes son manipulados por Southern Perú. Alarcón afirma 
que eso no se ajusta a la verdad. “Estos grupos si no estás de acuerdo con ellos, te dicen 
que eres prominero”, refiere el comunicador.

En la última campaña política, los candidatos a gobernadores abordaron el tema de Tía 
María. La electa autoridad Rohel Sánchez Sánchez planteó una auditoría internacional 
para el EIA de Tía María, ante las observaciones que realizó la Oficina de las Naciones 
Unidas de Servicios para Proyectos (UNOPS). El consultor en temas mineros César 
Montes de Oca recuerda que esos cuestionamientos se hicieron al primer estudio de 
impacto ambiental, por eso se le declaró inadmisible. Southern Perú presentó un 
segundo EIA en donde mejoró y corrigió las observaciones anteriores. Para él, el 
planteamiento de una auditoría internacional confirma que no se cree en las 
instituciones nacionales y eso se convierte en un atentado al estado de derecho. ¿Se 
puede pensar que aún Tía María es viable? Salvo ayudas muy limitadas, aún las 
demandas centrales de Tambo no fueron atendidas, fundamentales para el 
otorgamiento de la licencia social. Pese al desgaste de la plataforma antiminera,  el 
descontento persiste y será motivo para alentar cualquier conflicto.
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